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4.3.

la Ley de Enjuiciamiento Civil. Si se trata de una garantía real sobre bienes patri-
moniales, habrá que tener en cuenta que la Ley Hipotecaría, en su artículo 129,
dispone que la acción hipotecaria podrá ejercitarse directamente contra los
bienes hipotecados, sujetando su ejercicio a lo dispuesto en el Título IV del Libro
III de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con las especialidades de su Capítulo V.
Tanto en un caso como en otro debe completarse el procedimiento para la válida
realización del pago, conforme al artículo 173.4 del TRLRHL, y sólo si la Entidad
local persiste en el incumplimiento, decaerá el privilegio de inembargabilidad.

En última instancia, dado que el artículo 517.2.5º de la Ley 1/2000, de 7 de
enero, de Enjuiciamiento Civil, establece que la acción ejecutiva deberá fun-
darse en un título que tenga aparejada ejecución, y entre ellos están las pólizas
de contratos mercantiles firmadas por las partes y corredor de comercio que las
intervenga, habrá que realizar bien este proceso para que el título lleve aparejada
esa posible ejecución.

Garantía, mediante aval, a contratista o concesionario de servicios de la
Entidad Local

El artículo 49 del TRLRHL, en los apartados 6 y 7, determina que la concesión
de aval lo será en relación con los contratistas de la Entidad Local por razón de
obras o servicios o que exploten concesiones que hayan de revertir a la entidad,
y siempre en relación con las operaciones de crédito que estas empresas con-
cierten en relación a la Entidad Local. Se trata de facilitar la ejecución de obras
y servicios por parte de las Entidades Locales.

En cuanto a la prestación de aval a sociedades mercantiles participadas por
personas o entidades privadas, la cuota de participación en el capital social
deberá ser igual o superior al 30% y el aval deberá garantizar como máximo un
porcentaje del crédito a concertar que no sea superior al de su participación en
el de la sociedad.

Aquí nos preguntamos si la Entidad Local puede conceder aval a otros entes
como Mancomunidades o Consorcios, algo muy habitual en las operaciones de
préstamo que conciertan este tipo de entes. Entendemos que si, y ello funda-
mentado precisamente en este artículo 49.7, y no garantizando nunca por
encima del porcentaje de participación en dicho ente.

Artículo 50 Inclusión de las operaciones de crédito en el presupuesto apro-
bado

La concertación de cualquiera de las modalidades de crédito previstas en
esta ley, excepto la regulada en el artículo 149, requerirá que la corporación o
entidad correspondiente disponga del presupuesto aprobado para el ejercicio en
curso, extremo que deberá ser justificado en el momento de suscribir el corres-
pondiente contrato, póliza o documento mercantil en el que se soporte la ope-
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ración, ante la entidad financiera correspondiente y ante el fedatario público
que intervenga o formalice el documento.

Excepcionalmente, cuando se produzca la situación de prórroga del presu-
puesto, se podrán concertar las siguientes modalidades de operaciones de cré-
dito:

a) Operaciones de tesorería, dentro de los límites fijados por la ley, siempre
que las concertadas sean reembolsadas y se justifique dicho extremo en la forma
señalada en el párrafo primero de este artículo.

b) Operaciones de crédito a largo plazo para la financiación de inversiones
vinculadas directamente a modificaciones de crédito tramitadas en la forma
prevista en los apartados 1, 2, 3 y 6 del artículo 177.

Artículo 51 Operaciones de crédito a corto plazo

Para atender necesidades transitorias de tesorería, las entidades locales
podrán concertar operaciones de crédito a corto plazo, que no exceda de un
año, siempre que en su conjunto no superen el 30 por ciento de sus ingresos
liquidados por operaciones corrientes en el ejercicio anterior, salvo que la ope-
ración haya de realizarse en el primer semestre del año sin que se haya producido
la liquidación del presupuesto de tal ejercicio, en cuyo caso se tomará en con-
sideración la liquidación del ejercicio anterior a este último. A estos efectos ten-
drán la consideración de operaciones de crédito a corto plazo, entre otras las
siguientes:

a) Los anticipos que se perciban de entidades financieras, con o sin inter-
mediación de los órganos de gestión recaudatoria, a cuenta de los productos
recaudatorios de los impuestos devengados en cada ejercicio económico y liqui-
dados a través de un padrón o matrícula.

b) Los préstamos y créditos concedidos por entidades financieras para cubrir
desfases transitorios de tesorería.

c) Las emisiones de deuda por plazo no superior a un año.

Artículo 52 Concertación de operaciones de crédito: régimen jurídico y
competencias

1. En la concertación o modificación e toda clase de operaciones de crédito
con entidades financieras de cualquier naturaleza, cuya actividad esté sometida
a normas de derecho privado, vinculadas a la gestión del presupuesto en la forma
prevista en la sección 1.ª del capítulo I del título VI de esta ley, será de aplicación
lo previsto en el artículo 3.1.k) del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de
junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.

En caso de que no existan previsiones presupuestarias al efecto, será de apli-
cación, en todo caso, el artículo 9.1 y 3 del mencionado texto refundido de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, salvo que se realice la opor-
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tuna adaptación del presupuesto o de sus bases de ejecución, como condición
previa a la viabilidad de los compromisos adquiridos para suscribir la corres-
pondiente operación de crédito. Dicha modificación deberá realizarse por
acuerdo del Pleno de la corporación, en cualquier caso.

2. La concertación o modificación de cualesquiera operaciones deberá acor-
darse previo informe de la Intervención en el que se analizará, especialmente,
la capacidad de la entidad local para hacer frente, en el tiempo, a las obligaciones
que de aquéllas se deriven para ésta.

Los presidentes de las corporaciones locales podrán concertar las operacio-
nes de crédito a largo plazo previstas en el presupuesto, cuyo importe acumu-
lado, dentro de cada ejercicio económico, no supere el 10 por ciento de los
recursos de carácter ordinario previstos en dicho presupuesto. La concertación
de las operaciones de crédito a corto plazo le corresponderán cuando el importe
acumulado de las operaciones vivas de esta naturaleza, incluida la nueva ope-
ración, no supere el 15 por ciento de los recursos corrientes liquidados en el
ejercicio anterior.

Una vez superados dichos límites, la aprobación corresponderá al Pleno de
la corporación local.

Artículo 53 Operaciones de crédito a largo plazo: régimen de autorización

1. No se podrán concertar nuevas operaciones de crédito a largo plazo,
incluyendo las operaciones que modifiquen las condiciones contractuales o aña-
dan garantías adicionales con o sin intermediación de terceros, ni conceder ava-
les, ni sustituir operaciones de crédito concertadas con anterioridad por parte
de las entidades locales, sus organismos autónomos y los entes y sociedades
mercantiles dependientes, que presten servicios o produzcan bienes que no se
financien mayoritariamente con ingresos de mercado sin previa autorización de
los órganos competentes del Ministerio de Hacienda o, en el caso de operaciones
denominadas en euros que se realicen dentro del espacio territorial de los países
pertenecientes a la Unión Europea y con entidades financieras residentes en
alguno de dichos países, de la comunidad autónoma a que la entidad local per-
tenezca que tenga atribuida en su Estatuto competencia en la materia, cuando
de los estados financieros que reflejen la liquidación de los presupuestos, los
resultados corrientes y los resultados de la actividad ordinaria del último ejer-
cicio, se deduzca un ahorro neto negativo.

A estos efectos se entenderá por ahorro neto de las entidades locales y sus
organismos autónomos de carácter administrativo la diferencia entre los dere-
chos liquidados por los capítulos uno a cinco, ambos inclusive, del estado de
ingresos, y de las obligaciones reconocidas por los capítulos uno, dos y cuatro
del estado de gastos, minorada en el importe de una anualidad teórica de amor-
tización de la operación proyectada y de cada uno de los préstamos y empréstitos
propios y avalados a terceros pendientes de reembolso.

El importe de la anualidad teórica de amortización, de cada uno de los prés-
tamos a largo plazo concertados y de los avalados por la corporación pendientes
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de reembolso, así como la de la operación proyectada, se determinará en todo
caso, en términos constantes, incluyendo los intereses y la cuota anual de amor-
tización, cualquiera que sea la modalidad y condiciones de cada operación.

Se considera ahorro neto en los organismos autónomos de carácter comer-
cial, industrial, financiero o análogo los resultados corrientes del ejercicio y, en
las sociedades mercantiles locales, los resultados de la actividad ordinaria,
excluidos los intereses de préstamos o empréstitos, en ambos casos, y minorados
en una anualidad teórica de amortización, tal y como se define en el párrafo
anterior, igualmente en ambos casos.

En el ahorro neto no se incluirán las obligaciones reconocidas, derivadas de
modificaciones de créditos, que hayan sido financiadas con remanente líquido
de tesorería.

No se incluirán en el cálculo de las anualidades teóricas, las operaciones de
crédito garantizadas con hipotecas sobre bienes inmuebles, en proporción a la
parte del préstamo afectado por dicha garantía.

Si el objeto de la actividad del organismo autónomo o sociedad mercantil
local, es la construcción de viviendas, el cálculo del ahorro neto se obtendrá
tomando la media de los dos últimos ejercicios.

Cuando el ahorro neto sea de signo negativo, el Pleno de la respectiva cor-
poración deberá aprobar un plan de saneamiento financiero a realizar en un
plazo no superior a tres años, en el que se adopten medidas de gestión, tributa-
rias, financieras y presupuestarias que permitan como mínimo ajustar a cero el
ahorro neto negativo de la entidad, organismo autónomo o sociedad mercantil.

Dicho plan deberá ser presentado conjuntamente con la solicitud de la auto-
rización correspondiente.

2. Precisarán de autorización de los órganos citados en el apartado 1 ante-
rior, las operaciones de crédito a largo plazo de cualquier naturaleza, incluido
el riesgo deducido de los avales, cuando el volumen total del capital vivo de las
operaciones de crédito vigentes a corto y largo plazo, incluyendo el importe de
la operación proyectada, exceda del 110 por ciento de los ingresos corrientes
liquidados o devengados en el ejercicio inmediatamente anterior o, en su
defecto, en el precedente a este último cuando el cómputo haya de realizarse en
el primer semestre del año y no se haya liquidado el presupuesto correspondiente
a aquél, según las cifras deducidas de los estados contables consolidados de las
entidades citadas en el apartado 1 de este artículo.

El cálculo del porcentaje regulado en el párrafo anterior se realizará consi-
derando las operaciones de crédito vigentes, tanto a corto como a largo plazo,
valoradas con los mismos criterios utilizados para su inclusión en el balance. El
riesgo derivado de los avales se computará aplicando el mismo criterio anterior
a la operación avalada.

3. No será precisa la presentación del plan de saneamiento financiero a que
se refiere el apartado 1 anterior en el caso de autorización de operaciones de
crédito que tengan por finalidad la sustitución de operaciones de crédito a largo
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Para lograr la mejora de la gestión de la Hacienda Local 
resulta imprescindible un adecuado conocimiento de la 
normativa legal, en particular, del Texto Refundido de la 

Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
Esta obra, gracias al tratamiento unitario de todas las materias 
que abarcan las Haciendas Locales, pretende dar pautas y ofre-
cer alternativas a los profesionales que se encargan de gestio-
nar los recursos de las Corporaciones Locales. De esta forma, 
se convierte en una obra imprescindible para la aplicación de 
la normativa tributaria local o, cuanto menos, para su correc-
ta interpretación y aplicación. De igual modo, es un instrumento 
valiosísimo para Abogados y Asesores Fiscales que deben asis-
tir al contribuyente para el cumplimiento de sus deberes con la 
Hacienda Local.
Esta edición ha contado con la colaboración de prestigiosos pro-
fesionales del ámbito local que se han ocupado de las diversas 
materias que aborda la Ley, de acuerdo con su respectiva espe-
cialización.


